PECULADO POR APROPIACIÓN 
Radicación: 661706000081 2013 00910 01

Procesado: DPB

CONFIRMA PARCIALMETNE Y MODIFICA 
S. N°019

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PECULADO POR APROPIACIÓN / RESPONSABILIDAD DE LA PROCESADA / VALORACIÓN PROBATORIA / SE CONFIRMA FALLO DE CONDENA / DOSIFICACIÓN PUNITIVA / REINTEGRO DE LO APROPIADO.
Lo que es materia de disenso, se reconduce a lo atinente no solo a la materialización de la conducta en sí misma considerada, sino frente a la responsabilidad que en esos hechos le asiste a la acusada, como quiera que se asegura que no está claro lo de la entrega del dinero y su consecuente apropiación, de lo cual surgen sendas dudas que deben capitalizarse a su favor. (…)
A juicio de la Corporación como lo fue para la sentenciadora de primera grado, obra prueba idónea y suficiente para pregonar que los hechos sucedieron tal y como fueron denunciados, y que a la acusada le asiste responsabilidad en la infracción…
Es sabido que una vez se procedió con la captura de la sentenciada, se arrimó documento suscrito por quien adujo ser su defensor ante el juzgado de primera instancia, en el cual dio cuenta que la misma consignó la suma de $800.000.oo para que en el evento de ser confirmado el fallo se le concediera el descuento de ley.

El artículo 401 C.P., relativo a las circunstancias de atenuación punitiva en los delitos contras la Administración Pública, señala:

“Si antes de iniciarse la investigación, el agente, por sí o por tercera persona, hiciere cesar el mal uso, reparare lo dañado, corrigiere la aplicación oficial diferente, o reintegrare lo apropiado, perdido o extraviado, o su valor actualizado con intereses la pena se disminuirá en la mitad.

“Si el reintegro se efectuare antes de dictarse sentencia de segunda instancia, la pena se disminuirá en una tercera parte”.
En este caso se tiene que el reintegro de la suma de $800.000,00, que motivó la denuncia formulada en contra acusada, se hizo con posterioridad al fallo de primer grado, pero con antelación a que esta Corporación se pronunciara en segundo instancia. En ese orden y de conformidad con lo dispuesto en el precepto, tiene derecho a una diminución de pena equivalente a 1/3 parte.
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Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    Pereira, veintitrés (23) de julio dos mil veinte (2020)

ACTA DE APROBACIÓN No 552
  SEGUNDA INSTANCIA

	Acusado: 
	DPB

	Cédula de ciudadanía:
	31.978.767 expedida en Cali (V.)

	Delito:
	Peculado por apropiación

	Víctima:
	La Administración de Justicia y Gerardo de Jesús Gallón Gálviz

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) con función de conocimiento

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra la sentencia condenatoria de fecha septiembre 24 de 2018. SE CONFIRMA PARCIALMENTE.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- HECHOS Y PRECEDENTES
La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- De la información plasmada en el escrito acusatorio se extrae que en febrero 09 de 2012 el señor JORGE IVÁN VALENCIA CANO le alquiló por la suma de $350.000.oo pesos a GABRIEL HERNANDO BLANDÓN LOMELÍN, un bien inmueble ubicado en la carrera 12 Nº 42-08 del barrio Buenos Aires de Dosquebradas, propiedad del señor EDGARDO DE JESÚS GALLÓN GÁLVIZ, y ante el incumplimiento en el pago de los cánones pertinentes el arrendador acudió ante la juez de paz DPB. En presencia de la funcionaria se acordó que el inquilino se pondría al día en servicios públicos y en el alquiler, lo que fue incumplido. Posteriormente, en agosto 14 y septiembre 17 de 2012, el señor GABRIEL BLANDÓN le hizo entrega a la Juez de Paz la suma de $400.000.oo en cada una de esas fechas, lo que tuvo ocurrencia en las dependencias donde funcionaba el despacho; ello con el propósito que esas sumas le fueran entregadas al propietario o arrendador de la vivienda. Contrario a lo esperado, la citada funcionaria se apropió de la suma de $800.000.oo que recibió.

1.2.- Acorde con el programa metodológico de investigación, se llevaron a cabo ante el Juzgado Primero Penal Municipal con función de control de garantías de Dosquebradas (Rda.)  las audiencias preliminares (abril 23 de 2015), por medio de las cuales: (i) se declaró en contumacia a la indiciada; (ii) se le formuló imputación por el delito de peculado por apropiación en calidad de autora -art. 397 inc. 3º. C.P.-, y (iii) se le impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en establecimiento carcelario. Su captura se realizó en octubre 25 de 2015, y posteriormente la titular del Juzgado Segundo Penal Municipal con función de garantías de Dosquebradas (Rda.), mediante proveído de noviembre 19 de 2015, revocó la medida de aseguramiento impuesta y ordenó su libertad inmediata. 

1.3.- La Fiscalía presentó escrito de acusación (junio 24 de 2015) que le fuera asignado al Juzgado Primero Penal del Circuito con función de conocimiento de Dosquebradas (Rda.), autoridad ante la cual se llevaron a cabo las audiencias de formulación de acusación (en agosto 19 de 2015, momento en el cual se adicionó la imputación jurídica para endilgarle la circunstancia de mayor punibilidad consagrada en el numeral 9º del art. 58 C.P. -por la posición distinguida en la sociedad como Juez de Paz-), preparatoria (mayo 03 de 2017), y el juicio oral que se realizó en varias sesiones por diversos aplazamientos (julio 28 de 2017, junio 01 y julio 27 de 2018), fecha esta última en la que se emitió un sentido de fallo de carácter condenatorio, y en septiembre 24 de 2018 se dictó la respectiva sentencia por medio de la cual: (i) se declaró penalmente responsable a la acusada en calidad de autora en el delito de peculado por apropiación, y se le condenó a una pena de 93 meses 1 día de prisión, y multa equivalente a 1.41 smlmv; (ii) se le impuso la inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un término igual al de la pena principal impuesta; y (iii) se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena y se dispuso mantener la orden de captura emitida al proferir el sentido del fallo.

1.4.- Para llegar a la anterior decisión, la a quo luego de analizar lo relativo a la naturaleza jurídica de los jueces de paz y al ejercicio transitorio de funciones públicas, consideró que en este asunto estaba acreditado que la señora DPB para la fecha de los hechos ejercía su labor como Juez de Paz en el municipio de Dosquebradas, y que la controversia suscitada entre JORGE IVÁN VALENCIA y GABRIEL HERNANDO BLANDÓN había sido sometida a esa jurisdicción y allí se llegó a una conciliación.

El tema en discusión era muy concretamente si la señora DPB, en su condición de Juez de Paz, efectivamente había recibido un dinero para entregárselo al arrendador del inmueble y apartándose de la función encomendada decidió apropiárselo. A ese respecto estimó que la Fiscalía logró establecer tal circunstancia según se desprende de la información suministrada por el señor GABRIEL BLANDÓN, quien aportó como prueba de ello los recibos que la aquí comprometida le firmó. Y aunque la defensa presentó inconformidad acerca de ese punto, no allegó elemento de prueba para refutar lo dicho por el testigo. Añade que si bien los señores JORGE IVÁN VALENCIA y EDGARDO GALLÓN no presenciaron el momento de la entrega, sí increparon a la funcionaria por dicha suma, y ambos coincidieron en que ella aceptó que la había recibido de parte del señor BLANDÓN, sin haberles hecho devolución.
No existe duda que la acusada se encontraba revestida temporalmente de la función de Administrar Justicia, actividad en la cual fue designada para dirimir un conflicto que termina por empeorar, pues aunque los particulares cumplieron lo pactado, lastimosamente ella decidió apropiarse del dinero y se aprovechó de la confianza depositada.

Respecto a la colilla que aporta la defensa para demostrar la entrega del dinero, ello no genera duda, por el contrario otorga confianza en el testigo GABRIEL BLANDÓN, ya que para él resultaba más fácil decir que no era su firma o que nunca lo había visto, pero al contrario reconoció su rúbrica, y aunque no recordó el contenido entregó una explicación razonable a ese respecto, en el sentido que esa colilla se la aporta ella cuando él le pasó el dinero y quizá la juez decidió llenarla para generar confusión.

Por último, en cuanto al fallo disciplinario que el Consejo Seccional de la Judicatura emitió a favor de la señora DPB, contrario a lo referido por la defensa, en esa instancia se trató un tema distinto al que ahora se debate, toda vez que en la providencia aportada se aprecia que la queja se dio por la actuación de la juez al otorgarle al señor GABRIEL BLANDÓN un plazo para la entrega del dinero conciliado, pero en ninguna parte se hace alusión a la apropiación de alguna suma de dinero por parte de la investigada.

1.5.- La defensa no estuvo de acuerdo con esa determinación y la apeló, a consecuencia de lo cual manifestó que sustentaría el recurso por escrito dentro del término de ley.

2.- DEBATE
2.1.- Defensa -recurrente-

Solicitó se revoque el fallo de condena y en su lugar se emita uno de carácter absolutorio a favor de su defendida, con fundamento en lo siguiente:
Aduce que a EDGARDO DE JESÚS GALLÓN y a JORGE IVÁN VALENCIA no les consta de forma presencial la entrega que supuestamente GABRIEL HERNANDO le hizo a DPB de $800.000.oo, y aunque estos al parecer la confrontaron al respecto, de ello no existen otros testigos directos que lo corroboren, por lo cual no debe dárseles credibilidad.
Debe analizarse con detenimiento el que se afirme y se dé por cierto que a DPB le fueron entregados los $800.000.oo en dos sumas de $400.000.oo, cuando por medio de estipulación probatoria se arrimó el archivo de una investigación disciplinaria de junio 26 de 2013, emitida por el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, amén de la queja presentada por JORGE IVÁN VALENCIA a la que la a quo no le dio valor probatorio al indicar que ello correspondía a manifestaciones de la enjuiciada, lo cual contradice al narrar los hechos expuestos en tal providencia. Al contrainterrogar al testigo por los valores que adujo en dicha queja respecto al presunto pago de 700 o 750 mil pesos, este negó rotundamente haber hecho esa manifestación, aunque reconoció haber formulado queja disciplinaria y por tal motivo dicha contradicción genera dudas en cuanto a la veracidad de sus aseveraciones.

Si en esa actuación JORGE IVÁN afirmó que en julio 30 de 2012 el señor GABRIEL HERNANDO informó que le había dejado $750.000.oo a su favor, los cuales se negó a recibir por cuanto lo adeudado era por $1´050.000.oo, entonces qué sentido tendría que JORGE se negara a recibir ese valor en un solo momento -lo que presuntamente no hizo por no cubrir la totalidad de lo adeudado-, a consecuencia de lo cual le asistía la intención a GERARDO de pagar la suma total, pero extrañamente lo fraccionó en dos contados de a $400.000,oo, con intervalos de un mes, y sin cubrir finalmente lo adeudado, ante lo cual se pregunta: ¿qué interés tenía JORGE IVÁN de ocultar esa información, acaso quería perjudicar a su representada?. Se aparta por tanto de lo dicho por la a quo respecto a esa providencia, y solicita sea valorada de manera objetiva con el ánimo que se reste credibilidad al testimonio de JORGE IVÁN.
De JOSÉ IGNACIO ARIAS aduce que no es testigo presencial, de modo que no le constan los hechos, y en relación con los recibos de caja que aporta, pone de presente que jamás se hizo cotejo de las firmas allí contenidas con miras a tener plena certeza que los supuestos documentos hubiesen sido expedidos y rubricados por la enjuiciada.

Y en cuanto a GABRIEL HERNANDO BLANDÓN, contrario a lo sostenido en el fallo, sí se aportó prueba de refutación, y se debe tener en cuenta que ante su comportamiento moroso y poco decoroso al no cumplir con sus obligaciones crediticias y contractuales, no puede otorgársele credibilidad “por excelencia” como lo dice la a quo, ni tampoco que sean veraces sus dichos para justificar su no pago o los presuntos pagos parciales cuestionados. 
Con respecto a la presunta entrega de los dineros a su defendida, la duda se genera por lo extraño de lo relatado en el acápite de hechos del fallo disciplinario, y que luego se pretendan hacer pagos parciales por valores que no se iban a recibir, al no cubrir lo adeudado. Pide se mire en ese sentido que el señor BLANDÓN LOMELÍN negó que hubiese dado en julio de 2012 la suma de $750.000.oo; sin embargo, se le puso de presente unos desprendibles de caja incorporados como prueba de la defensa, los cuales son similares a los recibos aportados que acreditan los valores firmados presuntamente por su representada pero que no fueron objeto de cotejo.

Igualmente, de los desprendibles arrimados por la defensa se puede apreciar la suma de $700.000.oo que se ajusta al contenido de los hechos del mes de julio de 2012, cuyas firmas reconoció BLANDÓN LOMELÍN, pero extrañamente aduce desconocer su contenido, ante lo cual se pregunta: ¿cómo es posible que dicho ciudadano haya podido firmar unos documentos de dicha naturaleza sin verificar su contenido?, y ¿si la ciudadana recibió ese valor de 700 o 750 a que los que hacen referencia esos documentos, por qué nada se dijo sobre su posible apropiación?, ¿sería que devolvió esa cantidad, por cuanto como se dijo “el arrendador se negó a recibirlos”?. Frente a ello pensaría que sí y que todo ello hace poco probable el pago de la suma de $800.000.oo con su consecuente apropiación.

Finalmente, se cuestiona: ¿cuál era la intención de BLANDÓN LOMELÍN o VALENCIA CANO en desmentir ese hecho de julio de 2012 ?, ¿acaso a este último le asistía deseo de animadversión para perjudicarla en este asunto, ya que el fallo en la jurisdicción disciplinaria le fue desfavorable?, y a BLANDÓN LOMELÍN ¿quizá aprovecharse de ese momento coyuntural para desatender su obligación contractual? Tales situaciones deben capitalizarse a favor de su defendida, quien si bien no compareció al resto del proceso lo fue por motivos de seguridad conocidos por la Fiscalía, y de quien desconoce su paradero, pero en momento alguno lo hizo por evadir su compromiso judicial.
2.2.- Fiscalía -no recurrente-

Pide se confirme el fallo proferido por la funcionaria de primer grado, con fundamento en lo siguiente:

Hace mención a lo dicho por cada uno de los testigos que rindieron declaración en juicio, y en punto de lo referido por el señor GABRIEL HERNANDO BLANDÓN indica que contrario a lo mencionado por la defensa, no por el hecho de que haya tenido un traspiés económico y haberse atrasado en los pagos del arrendamiento su testimonio deba ser puesto en duda, en tanto el mismo aparece serio, responsivo, coherente y soportado con la aducción de los recibos de pago firmados por la funcionaria DPB.
Si bien es cierto el investigador JOSÉ ARIAS no presenció los hechos, en cumplimiento de las órdenes a Policía Judicial adujo documentos y evidencias que permitieron establecer aspectos fundamentales a saber: (i) que la señora DPB fue elegida como Juez de Paz para el período 2011 a 2016, y tomó posesión del mismo en febrero 07 de 2011; y (ii)  ante su despacho se realizó la audiencia de conciliación en la cual el señor GABRIEL HERNANDO BLANDÓN se obligó a cancelar los emolumentos producto de los saldos insolutos de los cánones de arrendamiento pactado con JORGE IVÁN VALENCIA CANO. Por lo mismo, el testimonio del investigador deviene importante para la teoría del caso de la Fiscalía, ya que con los citados documentos aunados a las declaraciones rendidas por las restantes deponentes, se llega a la certeza acerca de la situación que se presentó.

2.3.- Debidamente sustentado el recurso, la funcionaria de primer nivel lo concedió en el efecto suspensivo y dispuso la remisión de los registros pertinentes ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada. 

3.- Para resolver, SE CONSIDERA
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906/04 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado
Se contrae básicamente a corroborar el grado de acierto de la providencia de primer grado en cuanto profirió fallo de condena en contra de la señora DPB, en condición de autora de la conducta de peculado por apropiación; o si, por el contrario, existen dudas frente a la comisión de la ilicitud que deben capitalizarse a su favor, como lo pregona la parte recurrente.
3.3.- Solución a la controversia

No se vislumbra, ni ha sido tema objeto de controversia, la existencia de algún vicio sustancial que pueda afectar las garantías fundamentales en cabeza de alguna de las partes e intervinientes, o que comprometa la estructura o ritualidad legalmente establecidas para este diligenciamiento, en desconocimiento del debido proceso protegido por el artículo 29 Superior.

Igualmente se avizora de entrada, que las pruebas fueron obtenidas en debida forma y las partes confrontadas tuvieron la oportunidad de conocerlas a plenitud en clara aplicación de los principios de oralidad, inmediación, publicidad, concentración y contradicción.

De conformidad con lo preceptuado por el artículo 381 de la Ley 906/04, para proferir una sentencia de condena es indispensable que al juzgador llegue el conocimiento más allá de toda duda, no solo respecto de la existencia de la conducta punible atribuida, sino también acerca de la responsabilidad de las personas involucradas, y que tengan soporte en las pruebas legal y oportunamente aportadas al juicio.

La razón que motiva el examen de la sentencia de condena proferida en primera instancia, no es otra que determinar si a la misma le asiste compromiso en la apropiación de los dineros que le fueron entregados en su condición de Juez de Paz por parte del señor GABRIEL HERNANDO BLANDÓN LOMELÍN, y cuyo objeto era el pago de los cánones de arrendamiento que el citado le adeudaba al señor JORGE IVÁN VALENCIA HENAO, amén del acuerdo conciliatorio que se ventiló ante dicha funcionaria.
Al decir de la defensa, en este asunto no se realizó una adecuada valoración probatoria, y existen serias dudas que obligan al proferimiento de un fallo absolutorio.

En primer término, como quiera que la conducta que le ha sido enrostrada a la procesada exige una cualificación especial, esto es, tratarse de un servidor público, debe decirse, acorde con la estipulación probatoria realizada en juicio con respecto a diversos documentos -plena identidad, declaración de su elección como Juez de Paz por parte de la Registraduría del Estado Civil, acta de posesión, y despacho al que fue asignada por la Alcaldía Municipal de Dosquebradas-, que en efecto tal condición fue debidamente acreditada, dado que la actividad que se le atribuye la realizó con ocasión o por razón del cargo que ocupaba como Juez de Paz en el municipio de Dosquebradas (Rda.), sin que ello hubiera sido tema objeto de cuestionamiento por parte de la defensa.

Lo que es materia de disenso, se reconduce a lo atinente no solo a la materialización de la conducta en sí misma considerada, sino frente a la responsabilidad que en esos hechos le asiste a la acusada, como quiera que se asegura que no está claro lo de la entrega del dinero y su consecuente apropiación, de lo cual surgen sendas dudas que deben capitalizarse a su favor.

Con el fin de incursionar en debida forma a la actuación, se dirá que la prueba testimonial allegada por parte de la Fiscalía y practicada en juicio oral se concreta a lo expuesto por EDGARDO DE JESÚS GALLÓN -propietario de la vivienda-, JORGE IVÁN VALENCIA CANO -administrador de ese inmueble-, GABRIEL HERNANDO BLANDON -inquilino-, y lo aseverado por el investigador JOSÉ IGNACIO ARIAS CIRO -servidor Policía Judicial adscrito al CTI-. Adicional a ello, se cuenta con las siguientes pruebas documentales que se suman a la estipulada ya relacionada: (i) el contrato de arrendamiento celebrado entre JORGE IVÁN VALENCIA CANO y GABRIEL HERNANDO BLANDÓN LOMELÍN; (ii) el acta de solicitud de conocimiento ante la Justicia de Paz de junio 26 de 2012; (iii) el acta de conciliación en equidad No 508 -sin fecha-; y (iv) dos recibos de caja, cada uno por $400.000.oo, fechados agosto 14 y septiembre 17 de 2012. 
En tanto, por parte de la defensa, se allegó como prueba únicamente la copia de un fallo disciplinario proferido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda a favor de la señora DPB, mismo que fue objeto de estipulación probatoria, y una colilla de julio 30 de 2012 por $700.000.oo, en la cual se plasmó a mano alzada en la casilla “recibí de” el nombre de GABRIEL HERNANDO BLANDÓN, y en la casilla “la suma de” para el señor JORGE IVÁN; en ella aparece la firma de GABRIEL HERNANDO BLANDÓN como así lo reconoció en juicio, y por tal motivo fue admitida como prueba por parte de la funcionaria a quo.
Del estudio detenido de lo actuado se puede asegurar que no admite discusión alguna que al existir un conflicto en el pago de unos cánones de arrendamiento adeudados por el señor BLANDÓN LOMELÍN al señor VALENCIA CANO, persona ésta que fue autorizada para administrar la vivienda ubicada en la carrera 12 # 42-08 del barrio Buenos Aires de Dosquebradas (Rda.) por parte del propietario EDGARDO DE JESÚS GALLÓN GÁLVIZ quien para esa época se encontraba fuera del país, se acudió ante la Justicia de Paz con el fin de lograr un acuerdo amigable para intentar darle solución a esa confrontación.

Igualmente está claro y no admite discusión alguna, que el conocimiento de tal situación le fue asignada en junio 26 de 2012 a la Juez Segunda de Paz, esto es, a la hoy comprometida DPB, quien convocó a una audiencia de conciliación que se realizó días después -no aparece su fecha en la copia arrimada-, en la que luego del diálogo allí sostenido, se acordó que para el día 30 de julio el inquilino debía desocupar el inmueble, pero previamente, esto es, en julio 12, ya debía haber pagado la suma adeudada de $1´050.000.oo, o de lo contrario se ordenaría su desalojo.

Acorde con lo señalado en juicio por el señor JORGE VALENCIA, llegado el día y la hora fijada para el cumplimiento de lo pactado, se acercó a las instalaciones del Juzgado de Paz donde se encontraba la funcionaria DPB, y esta le informó que el señor GABRIEL BLANDÓN le había hecho entrega de un contrato de trabajo con el cual justificaba que no le habían cumplido con un dinero y por ende no había podido llevar la suma acordada. A causa de esa circunstancia, la juez procedió a otorgarle un tiempo más largo al deudor para el acatamiento de lo conciliado sin que él hubiera estado presente, como así debió haber sido ya que tal situación la efectuó con antelación a la hora fijada, razón por la cual le formuló queja ante el Consejo Seccional de la Judicatura.
Adujo también el señor VALENCIA CANO, que posteriormente el señor GABRIEL BLANDÓN le indicó que le había dejado con la Juez de Paz la suma de $800.000.oo. En forma inmediata llamó a la funcionaria a quien le preguntó que si ello era cierto, la cual confirmó tal información y le dijo que fuera por el dinero, como así lo hizo. Al hacerse presente en la oficina aquélla le expresó que tal valor lo había enviado con un mensajero y al no haberlo encontrado en la casa no lo pudo entregar, motivo por el cual el señor VALENCIA le pidió que entonces se lo diera, pero no lo hizo, y al increparla diciéndole que si se había gastado la plata le manifestó que no, sin darle ninguna otra explicación. Frente a esa situación la amenazó con denunciarla ante el Consejo de la Judicatura, como así efectivamente lo hizo, aunque dicho proceso finalmente fue archivado.
En similar sentido se expresó el señor GABRIEL HERNANDO BLANDÓN LOMELÍN, quien contó que ante el atraso que tuvo en los cánones de arrendamiento fue citado a uno de los Juzgados de Paz que funcionan en Dosquebradas, y en ese despacho se llegó a una conciliación en el sentido que debía pagar $1´050.000.oo, dinero que entregó en su totalidad, aunque solo cuenta con recibos por la suma de $800.000.oo que le dio a la juez DPB -fechados agosto 14 y septiembre 17 de 2012, por valor de $400.000 cada uno-. Días después, luego de que el dueño de la casa fuera a la vivienda con otras personas y lo amenazara, le mostró tales documentos y le manifestó que ya había pagado lo adeudado, razón por la cual acudió ante la Juez de Paz para comentarle lo sucedido y le pidió que le quitara de encima ese problema, ya que el propietario le aseguró que ella no se los había dado. Recuerda con claridad las palabras que al respecto le expresó la juez: “yo me gasté ese dinero, yo no lo tengo”; le insistió en que le solucionara ese problema, y posteriormente el dueño de la casa le confirmó que ella se había gastado ese dinero.

Por su parte, el señor EDGARDO DE JESÚS GALLEGO, propietario del inmueble ocupado por GABRIEL HERNANDO BLANDÓN, señaló que era su cuñado JORGE IVÁN VALENCIA quien administraba su propiedad, por cuanto él se encontraba en España, y al regresar de dicho país fue enterado de los pormenores de lo sucedido; entre ellos, que el señor BLANDÓN había dejado el dinero con la Juez de Paz, y al reclamarle a la misma inicialmente le indicó que ya lo había entregado, sin aportar constancia alguna de ello, para luego proceder a coger el teléfono fijo y simular hacer unas llamadas para que supuestamente le llevaran la plata, y al rato regresó a su escritorio, sin decirle nada al señor EDGARDO, quien al reclamarle nuevamente la funcionaria le replicó que hiciera lo que quisiera, como así lo hizo al formular denuncia en su contra ante la Fiscalía. El referido testigo agregó que si bien inicialmente la juez le indicó que ya había entregado el dinero, no le mostró ningún documento en donde constara que así lo hubiera hecho a él o a su cuñado, pero la funcionaria sí aceptó que GABRIEL BLANDÓN se lo había llevado. 

De ese recorrido probatorio se extrae que dichas personas fueron las que de uno u otro modo tuvieron conocimiento directo de los hechos materia de investigación, y cada uno desde su propia perspectiva señaló que en efecto la Juez de Paz aquí comprometida recibió esa suma de dinero y la misma nunca llegó a su destinatario. 
A juicio de la Corporación como lo fue para la sentenciadora de primera grado, obra prueba idónea y suficiente para pregonar que los hechos sucedieron tal y como fueron denunciados, y que a la acusada le asiste responsabilidad en la infracción, como pasa a verse:
El señor GABRIEL BLANDÓN, no solo afirmó haberle dado a la Juez de Paz la suma de $800.000.oo como parte de la conciliación celebrada, sino que además fue enfático en referir que presenció el momento en que la aludida funcionaria suscribió dichos recibos. Y si bien es cierto que esta situación no fue presenciada por los señores JORGE IVÁN VALENCIA ni por EDGARDO DE JESÚS GALLEGO, los mismos sí aseguraron que la propia Juez de Paz DPB les ratificó que efectivamente había recibido dicha suma de parte del señor BLANDÓN. 
Las anteriores aseveraciones coinciden con lo que bajo juramento expuso el investigador JOSÉ IGNACIO ARIAS CIRO, quien expresó que una vez contactó a la citada funcionaria para realizar la verificación de arraigo pertinente, igualmente reconoció ante él que había elaborado los mencionados documentos y que era verdad que le habían sido entregados esos dineros, aunque adujo que los había devuelto y que de ello existían las anotaciones respectivas, pero nunca aportó nada sobre ese particular. 
No puede existir duda alguna por tanto en que en efecto el señor GABRIEL HERNANDO BLANDÓN le hizo entrega a la Juez de Paz DPB de la suma de $800.000.oo para ser trasladados al señor JORGE IVÁN VALENCIA con quien se hizo la conciliación, ora al señor EDGARDO DE JESÚS GALLEGO como propietario del inmueble, y por concepto del acuerdo al que llegaron ante el no pago de los cánones de arrendamiento. No obstante esa realidad, a la hora de ahora no se ha realizado, o por lo menos de ello nada se acreditó en juicio.

El acucioso defensor pretende poner en tela de juicio las firmas contenidas en los aludidos recibos presentados por el arrendatario, y para ello aduce que no se les practicó prueba grafológica para determinar su uniprocedencia con las rúbricas de la señora DPB. Pero al respecto debe decirse que si el interés defensivo estaba enmarcado en desconocer o poner en duda la firma que allí aparecía, era su deber realizar los actos con miras a derruir tal situación, pero como se aprecia, en momento alguno las tachó de falsas, ni arrimó prueba alguna tendiente a demostrar, como era su deber acorde con el principio de incumbencia probatoria, que estas no correspondían a las de su defendida.  
Contrario sensu, acorde con lo dicho por el señor BLANDÓN y ratificado por el investigador de la Fiscalía, se desprende que la firma que allí aparece registrada corresponde a simple vista con la de la funcionaria investigada.

Es también el deseo de la defensa, que se le reste credibilidad al señor GABRIEL BLANDÓN, al considerar que una persona que no cumple sus compromisos de índole contractual y actúa de manera poco decorosa, no puede dársele credibilidad “por excelencia”. Pero para la Sala, en consonancia con lo aludido por la falladora, la información que este testigo aportó refleja lo que allí realmente sucedió. Al respecto mírese que dicho testigo adujo haber entregado la totalidad del dinero adeudado en tanto en una primera instancia le llevó a la Juez de Paz $200.000.oo, ante lo cual ésta la manifestó que era muy poca esa cantidad, y en consecuencia posteriormente le entregó la suma de $800.000.oo de lo cual conserva los respectivos recibos.
Es verdad desde luego, que la defensa ingresó al juicio con este testigo la colilla de un recibo por valor de $700.000.oo, los cuales se desprenden eran procedentes de GABRIEL BLANDÓN con destino a JORGE VALENCIA. Y si bien dicho testigo reconoció su firma en tal documento, no lo hizo así con su contenido, más concretamente con la suma referida, porque fue enfático en indicar que el dinero que entregó fue en cuantía de $800.000.oo. 
Por fuera de lo anterior, la defensa trató de insinuar en juicio con apoyo en otro documento -un recibo diferente a los ya mencionados-, que tal suma sí le había sido devuelta al señor GABRIEL BLANDÓN, pero ocurre que ese documento no ingresó al juicio por no contar con testigo de acreditación, sumado a que este señaló que en momento alguno por parte de la juez se obró de tal manera, y una tal aseveración constituye una negación indefinida frente a la cual no se puede exigir demostración.

De ese modo, la Sala concluye, como igualmente lo hizo la a quo, que no hay lugar a desacreditar lo expresado por el citado testigo BLANDÓN, pues las pruebas válidamente obtenidas dan cuenta que en verdad dio una cantidad de dinero que a la hora de ahora no le ha sido devuelta por parte de la Juez de Paz, ni mucho menos entregada a sus destinatarios.

La defensa pretende de igual manera que a lo expuesto por JORGÉ IVÁN VALENCIA no se le dé tampoco confiabilidad, pero ocurre, en similar sentido a lo expuesto en párrafo anterior, que la Sala no ve forma de aniquilar sus dichos y en ello acompaña la argumentación esbozada por la juzgadora de instancia, ya que de la información que ofreció ese ciudadano se desprende que en efecto tuvo conocimiento que el señor GABRIEL BLANDÓN le llevó a la Juez de Paz una suma de dinero, tal y como ella misma se lo reconoció, sin haber sido entregado como lo asegura bajo juramento.

Cuestiona igualmente el letrado la veracidad de la información suministrada por los señores JORGE IVÁN VALENCIA y GABRIEL HERNANDO BLANDÓN por cuanto los mismos, en su sentir, no informaron en juicio la realidad de la situación evidenciada, toda vez que el primero nada dijo acerca de lo expuesto en la queja disciplinaria que interpuso contra su defendida, en la que dio a entender que se negó a recibir la suma de $750.000.oo que tenía en su poder la Juez de Paz, por cuanto no correspondía a la totalidad de lo pactado; y el segundo, por cuanto nada expresó acerca de la devolución del dinero y quizás se aprovechó de lo ocurrido para indicar que había pagado la totalidad de lo adeudado. 

Aunque de lo plasmado en el acápite de hechos de la decisión emitida por la jurisdicción disciplinaria -que ingresó como estipulación probatoria-, se da cuenta que el señor JORGE IVÁN refirió que el arrendatario le expuso que había dejado con la Juez de Paz la suma de $750.000.oo, funcionaria esta que confirmó tal situación, pero que se negó a recibirla por cuanto la conciliación fue por $1’050.000.oo -aspecto que adujo no recordar en juicio-, para la defensa, tal contradicción genera dudas en cuanto a la veracidad de sus dichos. No obstante, en contravía de esa afirmación defensiva, para la Colegiatura lo aludido en tal sentido en nada demerita lo que fue probado en juicio. Obsérvese:
Si en gracia de discusión se dijera que en un primer momento el señor GABRIEL entregó a la Juez de Paz la suma de $750.000.oo -como se indicó en el fallo disciplinario-, lo que al parecer acaeció en julio 30 de 2012, y que esta supuestamente se los devolvió al no haber sido recibidos por su destinatario -de lo cual no se aportó prueba alguna-, valor que es similar al plasmado en la colilla que ingresó a juicio y cuya firma reconoció el testigo GABRIEL BLANDÓN, aunque no el valor allí plasmado, tal situación carece de relevancia, al tratarse de una circunstancia distinta a la que originó la presente investigación, como quiera que al final queda claro, como ya se logró demostrar en acápites anteriores, que el arrendatario le dio a la Juez de Paz la suma de $800.000.oo para su traslado al arrendador pero en fechas muy posteriores -agosto y septiembre de 2012-, aseveración que no logró ser desvirtuada.
Es evidente que la defensa no contó con mayores elementos probatorios a su favor y fue dejado solo en la actividad encomendada, ya que ni siquiera la procesada asistió a la audiencia ante su desaparición voluntaria por “motivos de seguridad”, como lo indicó su apoderado. Y por ello, pese al esfuerzo del letrado ante la orfandad de pruebas, no pudo derruir lo corroborado por el ente acusador y le correspondió conformarse con intentar sembrar dudas en lo que, se itera, está suficientemente demostrado.
Uno de esos intentos fallidos de parte del defensor, fue cuestionar el por qué el señor GABRIEL firmó tal documento -nos referimos a la colilla- sin verificar su contenido. Pero para la Sala, al igual que para la a quo, lo explicado por el testigo es acorde con la realidad debidamente acreditada, esto es, que al recibir la Juez de Paz una suma de dinero para su posterior entrega al arrendador, aquél procedió a firmarle la colilla donde se recalca tal situación, aunque la cantidad que suministró fue de $800.000.oo y no la que allí se expresa.
Tampoco se evidencia una tal animadversión del señor JORGE IVÁN hacia la funcionaria, en tanto si bien acudió a la jurisdicción disciplinaria, lo fue al estimar que no había sido tenido en cuenta para darle al inquilino un plazo mayor para proceder a desocupar el inmueble del que era su administrador. Y sin que en esa queja se hiciera alusión alguna a que la funcionaria se había apropiado del dinero
, que es lo que a la postre motivó al señor EDGARDO GALLÓN a formular la denuncia penal al no haber recibido explicación satisfactoria cuando le reclamó la devolución del dinero. 

Es verdad que el señor JORGE IVÁN adujo no recordar todos los pormenores de lo expresado en el trámite disciplinario, pero no por ello puede pensarse que tenga un interés malsano en perjudicar a la procesada y que a raíz de esa animadversión mintió en el plenario. No solo porque en juicio se demostraron los hechos que marcan la acusación, sino porque de haber obrado la Juez de Paz en la forma en que se asegura lo hizo, es decir, devolver esa cantidad de dinero al deudor en vista de que el acreedor no había recibido esa cantidad, lo lógico y esperado era haber presentado a los arrendadores la prueba de tal situación para que verificaran lo pertinente, lo cual no hizo. Por el contrario, lo que los testigos informan es que ella reconoció que tal suma si le había sido aportada -de la cual expidió los correspondientes recibos que no fueron tachados de falsos-, pero no la entregó finalmente a sus destinatarios
.

Menos evidencia la Corporación, como lo cuestiona el letrado, un presunto “aprovechamiento” por parte del señor GABRIEL BLANDÓN amén de la circunstancia coyuntural presentada, para hacer creer que entregó a la Juez de Paz la totalidad del dinero y no se lo devolvió, ello por cuanto de no ser cierto el contenido de los recibos aportados, más concretamente la firma de la Juez de Paz allí plasmada, muy seguramente lo hubiera llevado a abstenerse de suministrarlos al investigador del CTI, habida consideración a las implicaciones que ello podría generarle; pero por el contrario, con ellos acreditó que tal situación en verdad tuvo suceso. Además, se insiste, si consideraba la defensa que tal rúbrica era espuria, debió allegar las pruebas que así lo establecieran; al no haberlas, debe dársele credibilidad a lo referido por el deponente.
Con fundamento en todo lo expuesto, el Tribunal no puede menos que concluir que la prueba válidamente incorporada al juicio, analizada tanto en forma individual como de conjunto, da lugar a sostener que la funcionaria de primera instancia no se equivocó al momento de hacer la valoración probatoria, y existe mérito suficiente para confirmar el fallo confutado.

Punibilidad

Es sabido que una vez se procedió con la captura de la sentenciada, se arrimó documento suscrito por quien adujo ser su defensor ante el juzgado de primera instancia, en el cual dio cuenta que la misma consignó la suma de $800.000.oo para que en el evento de ser confirmado el fallo se le concediera el descuento de ley.

El artículo 401 C.P., relativo a las circunstancias de atenuación punitiva en los delitos contras la Administración Pública, señala:

“Si antes de iniciarse la investigación, el agente, por sí o por tercera persona, hiciere cesar el mal uso, reparare lo dañado, corrigiere la aplicación oficial diferente, o reintegrare lo apropiado, perdido o extraviado, o su valor actualizado con intereses la pena se disminuirá en la mitad.

Si el reintegro se efectuare antes de dictarse sentencia de segunda instancia, la pena se disminuirá en una tercera parte.

Cuando el reintegro fuere parcial, el juez deberá, proporcionalmente, disminuir la pena hasta en una cuarta parte”. -negrilla de la Sala-

En este caso se tiene que el reintegro de la suma de $800.000,00, que motivó la denuncia formulada en contra acusada, se hizo con posterioridad al fallo de primer grado, pero con antelación a que esta Corporación se pronunciara en segundo instancia. En ese orden y de conformidad con lo dispuesto en el precepto, tiene derecho a una diminución de pena equivalente a 1/3 parte.

Así las cosas, como la pena fijada lo fue de 93 meses y 1 día de prisión, la tercera parte de esta equivale a 31 meses, por lo cual la sanción que deberá purgar será de 62 meses de prisión. En igual lapso se fijará la inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas. Así mismo, la multa atribuida a procesada por parte de la a quo lo fue de 1.41 s.m.l.m.v., y la  tercera parte de la misma corresponde a 0.47 s.m.l.m.v, por lo cual deberá sufragar por tal sanción el equivalente a 0.94 s.m.l.m.v.
Se dispondrá igualmente, que por parte del juzgado de conocimiento se proceda a hacerle entrega al señor EDGARDO DE JESÚS GALLÓN GÁLVIZ del título judicial por valor de $800.000.oo que fuera consignado a órdenes de ese despacho por parte de la enjuiciada.

Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia de condena proferida en contra de la señora DPB por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), en cuanto lo fue de carácter condenatorio, pero la MODIFICA para señalar que el monto de la pena impuesta será equivalente a sesenta y dos (62) meses de prisión y multa equivalente a 0.94 s.m.l.m.v.; en similar término quedará la inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicos. Se ordena igualmente que por parte del juzgado de conocimiento se proceda a hacerle entrega al señor EDGARDO DE JESÚS GALLÓN GÁLVIZ del título judicial por valor de $800.000.oo que fuera consignado a órdenes de ese despacho por parte de la enjuiciada. Por Secretaría se comunicará lo pertinente. En lo demás, el fallo permanecerá incólume.

En atención a lo dispuesto por el Consejo Superior de la Judicatura en el artículo 4º del Acuerdo PCSJA20-11518 del 16 de marzo de 2020 y en la Circular CSJRIC20-75 expedida por el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, no realizar audiencia de lectura de sentencia, y por ende esta decisión se le notificará por la Secretaría de esta Sala vía correo electrónico a las partes e intervinientes, mismo medio por el que los interesados podrán interponer los correspondientes recursos de ley. 
Contra la presente sentencia procede el recurso extraordinario de casación, que de interponerse habrá de hacerse dentro del término de ley.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Para el momento en que el señor JORGE IVÁN VALENCIA interpuso la queja disciplinaria, no se sabía de la apropiación objeto de este proceso, máxime que acorde con las pruebas documentales arrimadas a la misma, la entrega del dinero a la acusada se presentó en agosto 14 y septiembre 17 de 2012, de lo cual fue enterado con posterioridad por parte del inquilino GABRIEL HERNANDO BLANDÓN.


� Para la Sala no suena lógico que el acreedor no reciba siquiera parte del dinero -nada perdía al hacerlo-, ni tampoco lo es que la funcionaria devuelva ese dinero al deudor porque entonces todo quedaría como al comienzo, esto es, antes de acudir a la justicia de paz para resolver el conflicto presentado.
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